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RESUMEN
En este texto destaco la centralidad que asumen las justicias indígenas en los procesos de 
transformación social de los pueblos indígenas y para la reconfiguración de Estados plurales. 
Las justicias indígenas constituyen un desafío al derecho occidental en la medida que pon-
deran otras formas de dirimir conflictos más allá de la ley, apelando a sentidos de justicia 
que buscan reestablecer acuerdos para la convivencia social. El gran desafío es encontrar las 
formas para una justicia intercultural en el marco de un pluralismo jurídico igualitario que 
reconozca a la justicia indígena al mismo nivel que a la justicia del Estado, tal como apues-
tan las constituciones más avanzadas en el continente. La reciente reforma al artículo segun-
do constitucional en México reconoce a las jurisdicciones indígenas y abre la posibilidad de 
avanzar en esa dirección. En un mundo globalizado y cada vez más interconectado las jus-
ticias indígenas dan cuenta de su capacidad de renovación desde la apropiación del lengua-
je de los derechos humanos para fortalecer su propia autonomía, responder a problemáticas 
de diversa índole y generar alternativas de vida y de paz social.

PALABRAS CLAVE
Justicias indígenas, pluralismo jurídico, justicia intercultural, derechos humanos, pueblos 
indígenas.

THE RECONFIGURATION OF INDIGENOUS JUSTICE SYSTEMS WITHIN THE FRAMEWORK 
OF PLURALISTIC STATES

ABSTRACT
In this text, I highlight the central role that indigenous justice systems play in the processes 
of social transformation among indigenous peoples and in the reconfiguration of pluralistic 
states. Indigenous justice systems challenge Western law invoking other forms of conflict 
resolution beyond the law, appealing to notions of justice that seek to reestablish agree-
ments for social coexistence. The great challenge is to find ways to achieve intercultural 
justice within the framework of an egalitarian legal pluralism that recognizes indigenous 
justice on the same level as state justice, as advocated by the most progressive constitutions 
on the continent. The recent reform of Article 2 of Mexico’s Constitution recognizes indig-
enous jurisdictions and opens the possibility of moving in this direction. In a globalized and 
increasingly interconnected world, indigenous justice systems demonstrate their capacity 
for renewal through the appropriation of the language of human rights to strengthen their 
own autonomy, address diverse challenges, and generate alternatives for life and social 
peace.
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En este texto abordo una problemática que adquiere un renovado interés 
en el debate nacional en torno al reconocimiento de los derechos de los 
pueblos indígenas: la fuerza transformadora de las justicias indígenas y 
sus apuestas por la construcción de paz en contextos de pluralismo jurí-
dico y de reconfiguración del Estado. Me interesa analizar la conformación 
de una justicia viva, comunitaria y ancestral que apela a sentidos de justi-
cia reparadores en espacios disputados y atravesados por configuraciones 
jurídicas plurales. El pluralismo jurídico, es decir la vigencia de distintos 
sistemas de derecho en un mismo campo geopolítico (Merry, 1988), es una 
realidad histórica que el Estado se ha visto obligado a reconocer. Sobre 
todo, es resultado de una obstinada lucha de los pueblos indígenas por 
exigir que sus sistemas de derecho propio, sus autoridades y sus identida-
des colectivas sean reconocidas en la configuración de los Estados nacio-
nales como elementos centrales para el ejercicio de su libre determinación. 
Esto implica que los pueblos indígenas en su calidad de sujetos de derecho 
público tengan capacidad de ejercer funciones de gobierno y de justicia en 
sus territorios con base en sus modelos culturales y sus propias normas. 
En torno a las jurisdicciones indígenas se juega en buen medida los alcan-
ces del reconocimiento y las apuestas para pluralizar al Estado, como lo 
enfatizó Rodolfo Stavenhagen, Primer Relator de la ONU de los Derechos 
de los Pueblos indígenas. Para el Relator el reconocimiento pleno de las 
jurisdicciones indígenas significa: «Que se conceda al derecho indígena el 
estatuto y la jerarquía del derecho positivo en el marco del derecho a la 
libre determinación, con el fin que los estados abran sus sistemas judicia-
les a los conceptos y costumbres jurídicas» (Stavenhagen, 2007, p.90). Si 
bien la jurisdicción indígena involucra una dimensión territorial y de com-
petencias diversas en este texto me enfoco principalmente en el espacio de 
las justicias indígenas donde cobran vida la regulación y las formas de con-
trol social que se dan las distintas comunidades originarias.

Lo distintivo de las justicias indígenas es que ponen en evidencia un 
aspecto central de las autonomías que las sitúa en el ojo del huracán del 
derecho occidental: el hecho de ponderar otras formas de concebir la 
justicia y el deber ser vinculadas a identidades colectivas y políticas que 
rebasan las concepciones jurídicas hegemónicas y abren otras opciones 
para concepturalizar lo justo y las formas mismas de resolver los conflic-
tos que van más allá de la ley. Desde las prácticas desafían al derecho 
occidental al incorporar visiones integrales del derecho y la cultura donde 
las concepciones de agravio y daño se valoran de manera relacional, con-
siderando a las víctimas y buscando reestablecer acuerdos para la convi-
vencia social. Pero sobre todo se revela la contribución de tradiciones y 
regulaciones que, a pesar del colonialismo jurídico y su subordinación al 
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derecho estatal, siguen vigentes y muestran un dinamismo y la capacidad 
de responder a las nuevas realidades.

Las justicias indígenas continúan siendo descalificadas y estigmatiza-
das por los operadores judiciales cuando asuntos internos juzgados por 
autoridades comunitarias salen a la jurisdicción estatal y las decisiones 
son revertidas por supuestas violaciones a los derechos humanos, provo-
cando un conflicto de jurisdicción. Hechos de este tipo han llegado hasta 
la Suprema Corte de Justicia de México cuestionando la potestad de au-
toridades indígenas para tomar decisiones ante agravios a la comunidad; 
tal fue el caso emblemático de Suchixtlahuaca, comunidad zapoteca de 
Oaxaca, que finalmente se resolvió a su favor (Corder, 2020). Hechos si-
milares han sido denunciados en otros países, según sucedió con el caso 
de una comunidad kichwa del Ecuador (Llásag, 2012). En torno a estas 
problemáticas se dirime en buena medida el reconocimiento de un plura-
lismo jurídico igualitario al que apuestan los pueblos indígenas. El gran 
desafío es encontrar las formas para una justicia intercultural que ponga 
en el centro la coordinación de jurisdicciones —estatal e indígenas— des-
de apuestas plurales, descoloniales y antirracistas. En un mundo globali-
zado y cada vez más interconectado las justicias indígenas son elementos 
fundantes de las tramas comunales que desde sus propias epistemologías 
y saberes contribuyen a pensar en mundos más justos.

En este escrito me interesa profundizar en las particularidades de las 
justicias indígenas buscando comprender su centralidad para los procesos 
de transformación social y el sentido en que se están reconfigurando para 
responder a problemáticas de diversa índole y generar alternativas de vida 
y de paz social.

Para avanzar en esta dirección me concentro en tres aspectos: los 
sentidos plurales de las justicias indígenas; la renovación de las justicias y 
la juridicidad; las mujeres indígenas frente a la justicia comunitaria. 
Finalmente me refiero a los retos del reconocimiento para abonar a la 
construcción de justicias plurales e interculturales.

Antes me interesa poner en relevancia el marco legal de las justicias 
indígenas en México y en América Latina que retan a la estructura mo-
derna del Estado y confrontan el colonialismo jurídico.

1. � Justicias indígenas y pluralismo jurídico en México  
y en América Latina

En las últimas décadas en América Latina se dio un avance significativo 
hacia un constitucionalismo pluralista, que ha reconocido derechos colec-
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tivos a los pueblos indígenas en el horizonte de la libredeterminación y las 
autonomías como demandas centrales. Dichos avances involucran un gran 
desafío para el Estado liberal eurocéntrico, lo que involucra un cambio de 
época en una perspectiva de constitucionalismo transformador, de acuer-
do con Boaventura de Souza Santos (Santos, 2012). Entre otros aspectos 
el pluralismo jurídico se convierte en una punta de lanza de estos cambios 
en la medida que cuestiona la centralidad del derecho del Estado como el 
único referente de legalidad y reconoce otros sistemas jurídicos, incluyen-
do el marco internacional de los derechos humanos. La(s) justicia(s)
indígena(s) se encuentran en el centro de estos reconocimientos en la me-
dida que se trata de instituciones de los pueblos originarios que no fueron 
creadas por los Estados sino resultado de procesos estructurantes e histó-
ricos de los propios pueblos y comunidades para regular el orden social. 
Dichas instancias tuvieron un reconocimiento en la época colonial en el 
marco de una política de sujeción que reconoció espacios a las justicias 
indígenas a través de las llamadas «Repúblicas de Indios», en una especie 
de gobierno indirecto para el control colonial. Posteriormente en la época 
independiente y de conformación del Estado nacional, fueron descalifica-
das, negadas e incluso criminalizadas en aras de construir el orden jurídi-
co nacional, al que debían someterse todos los ciudadanos. En muchos 
casos, sin embargo, siguieron vigentes y fueron toleradas dada la incapa-
cidad de los Estados de imponer el monismo jurídico y el control judicial 
en las distintas regiones del país. Para los pueblos originarios la justicia 
indígena y sus sistemas normativos constituyen referentes organizadoras 
de sus identidades y sus gobiernos y se encuentran ancladas a sus territo-
rios; involucran asimismo un pluralismo epistémico, es decir formas de 
valorar y comprender el mundo basadas en saberes propios y ontologías 
no occidentales (Ramírez, 2019). No obstante, los sistemas jurídicos in-
dígenas han debido interactuar con el derecho hegemónico y reconfigu-
rarse con más fuerza por lo que no son sobrevivencias del pasado sino 
derechos vivos y dinámicos.

Las constituciones pluralistas más avanzadas del continente de 
Bolivia, Ecuador, y Colombia reconocen de forma expresa a las jurisdic-
ciones indígenas. En todas ellas se garantizan derechos de autonomía in-
dígena al mismo tiempo que se apela a los derechos humanos como una 
manera de poner límites a su reconocimiento. Como bien señala Silvina 
Ramírez, hay una línea muy delgada entre el discutir la gramática de los 
derechos humanos desde perspectivas interculturales y la visión occidental 
que suele imponer su mirada universalista como criterio único de validez 
sin considerar la posibilidad de otras formas de discutir la dignidad hu-
mana (Ramírez, 2019). Construir formas estatales genuinamente pluralis-
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tas resulta un gran reto y plantea importantes desafíos a los Estados na-
cionales para avanzar en apuestas emancipatorias que respeten los 
derechos indígenas (Sierra e Igreja, 2020).

Actualmente en México se cuenta con una nueva reforma constitu-
cional al artículo segundo, promulgada el 30 de septiembre de 2024, que 
reconoce derechos a pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, 
basada en amplios estándares del derecho internacional. Ha sido la refor-
ma más importante en materia indígena de los últimos tiempos que por 
primera vez reconoce jurisdicciones indígenas. La Propuesta de ley General 
de Derechos de los Pueblos indígenas y afromexicanos abre importantes 
vetas con relación a las justicias indígenas y las formas mismas de operar 
del pluralismo jurídico1.

El debate en términos del reconocimiento ha estado referido a la 
tensión entre un pluralismo jurídico igualitario (Hoekema, 1998) que 
reconoce a los dos sistemas de justicia, el estatal y el indígena, al mismo 
nivel, y un pluralismo jurídico subordinado, que suele reconocerlas como 
justicias subordinadas o auxiliares para dirimir asuntos menores, siempre 
bajo la mirada del Estado (Sierra, 2011). Entre estos dos extremos se han 
desarrollado las justicias indígenas, dando cuenta de adecuaciones que 
han debido realizar las comunidades para mantenerlas vigentes. 
Finalmente, dentro de estos márgenes de reconocimiento, las justicias in-
dígenas son permitidas por la fuerza de las identidades colectivas, pero 
principalmente por lo que ofrecen para la construcción del tejido y la 
seguridad comunitaria al garantizar la convivencia social. Para los pueblos 
originarios, las jurisdicciones indígenas involucran ámbitos de competen-
cia y ejercicio de la autoridad en espacios específicos donde prevalece su 
derecho propio, en el marco de configuraciones legales plurales, ante las 
cuales redefinen y actualizan sus propias normas. Es en estos espacios 
donde los gobiernos comunitarios ejercen la libre determinación y donde 
las justicias indígenas cobran vida.

En suma, se constata a nivel continental la relevancia del tema del 
pluralismo jurídico y las justicias indígenas como uno de los núcleos 
del constitucionalismo transformador en México y América Latina. A 
pesar de los obstáculos para el pleno reconocimiento se están generando 
opciones para apuntalar las justicias indígenas buscando generar diálogos 
interculturales en contextos diversos y presionando a la reconfiguración 
del Estado.

1.  La Iniciativa de Ley General de Derechos de los Pueblos Indígenas y Afromexicanos fue 
publicada el 1 de julio de 2026; durante el mes de julio y agosto de 2026 se pretende llevar-
la a consulta.
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2.  Sentidos plurales de las justicias y el ejercicio autonómico

La justicia indígena constituye el núcleo articulador del derecho indígena; 
remite a instituciones de gobierno que han subsistido a lo largo de los años 
a pesar de ser negadas, invisibilizadas, minimizadas como producto del 
colonialismo jurídico, como antes referimos. Los siglos de opresión y ex-
clusión no pudieron exterminarlas y por el contrario hoy en día constitu-
yen la base de la resistencia cultural y comunitaria de los pueblos origi-
narios; son repositorios de sus formas de organización social, sus 
autoridades y sus cosmovisiones que se actualizan en interacción con la 
sociedad mayor. Es decir, corresponden a sistemas jurídicos contemporá-
neos centrales para la reconfiguración comunitaria.

La justicia indígena responde a modelos situados y Otros de hacer 
justicia, regulados por las lógicas de acuerdo y búsqueda de negociación 
con el fin de recomponer el tejido social. Los sentidos del daño suelen ser 
dialogados para comprender el agravio y en ello pueden intervenir saberes 
y procedimientos diversos de acuerdo con las distintas culturas. No hay 
un solo modelo de hacer justicia, lo cual ha sido documentado amplia-
mente por la antropología jurídica (Sierra y Chenaut, 2002). A diferencia 
de la visión positivista del derecho, que establece que la justicia es la 
aplicación de la ley a sujetos abstractos que la enfrentan en igualdad de 
condiciones, la mirada antropológica del derecho busca comprender la 
justicia desde sujetos concretos, en sus contextos y desde sus lenguajes y 
lógicas culturales.

La discusión en torno a las justicias indígenas cobra relevancia en el 
marco de los debates actuales sobre justicias restaurativas y transicionales 
interculturales con pueblos indígenas, para buscar reparaciones colectivas 
e individuales frente a las graves violaciones a los derechos humanos que 
han enfrentado. Desde esta perspectiva se prioriza fortalecer los tejidos 
comunitarios dañados y recuperar la memoria para reconstruir proyectos 
de vida y construir nuevos horizontes para las víctimas y los colectivos. 
Un ejemplo muy revelador es el de la Justicia Especial para la Paz (JEP) 
en Colombia, que ha construido un modelo de justicia intercultural para 
hacer frente a las demandas de colectivos indígenas que han vivido masa-
cres, desplazamientos y desapariciones, interesados en conocer la verdad 
y el reconocimiento del daño por parte de los perpetradores. Muchos de 
estos procedimientos se han inspirado en las prácticas de las justicias in-
dígenas y en los modelos de derecho propio en las distintas regiones 
(Izquierdo y Vianne, 2018).

Lo relevante de esta literatura es que coincide en cuestionar la racio-
nalidad jurídica occidental y a poner en evidencia sus limitaciones para 
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atender las demandas de reparación colectivas en contextos cada vez más 
complejos y violentos y por tanto la necesidad de mirar lo que aportan las 
justicias indígenas.

¿En qué sentido podemos hablar de epistemologías indígenas en el 
campo de la justicia?, ¿qué es lo que está en el fondo de la búsqueda de 
acuerdos y de una justicia que apuesta por reestablecer los equilibrios y 
el bien común?, ¿cómo interactuán las justicias y en qué sentido es posible 
pensar en diálogos interculturales?

Diferentes estudios sobre justicias indígenas muestran dos aspectos 
principales: su condición subalterna y su vitalidad. Las justicias se han 
moldeado en una relación de tensión e interacción con la justicia estatal 
al mismo tiempo que están vigentes modelos culturales distintivos arrai-
gados en la vida comunitaria y en epistemologías propias. Se trata de una 
justicia comunitaria que se habla en la lengua materna y desde marcos 
semióticos y discursivos que se comparten: una justicia cercana a los ac-
tores que busca atender las problemáticas y encontrar salidas adecuadas 
que satisfagan a las partes y «den la razón a quien la tenga», en palabras 
de Cirino Plácido (†), líder moral de la policía comunitaria de Guerrero. 
Por ello, en esta justicia prevalece el diálogo y la escucha comprometida 
con el fin de que se comprendan los agravios y se permita llegar a acuerdos. 
En esta dirección la búsqueda del perdón y el reconocimiento del agravio 
es significativo para garantizar que las personas eviten futuros conflictos.

Esta suele ser la tendencia que encontramos en experiencias de justi-
cia comunitaria muy diversa en contextos distintos en México. Sea en los 
juzgados indígenas totonacas en Huehuetla (Sierra, A., 2021), o los juz-
gados indígenas nahuas de Cuetzalan (Terven, 2015), en la Sierra Norte 
de Puebla; la justicia mixe de Tlahuitolpetec (Martínez, 2004); justicia en 
comunidades tzotziles de Chiapas (Adonon, 2022); la justicia en comuni-
dades zapatistas (Gasparello, 2018; Mora, 2013); y la justicia comunitaria 
en Guerrero (Sierra, 2013), entre otros trabajos, encontramos espacios 
que con alcances diferentes dan cuenta de otras lógicas de negociación y 
apuestas por justicias «justas». Destaca una concepción del mundo ancla-
da en una visión integral del derecho donde el orden social se encuentra 
fuertemente vinculado al mundo sobrenatural y al espacio territorial que 
lo soporta. Por ello, como parte de la justicia prevalecen rituales y prác-
ticas de sanación en varios pueblos indígenas que hacen ver una conexión 
entre las concepciones del mundo y de la vida, en su dimensión espiritual, 
con la necesidad de limpiar el cuerpo por los agravios causados (Sánchez, 
2010; Sieder y Flores, 2011).

Me refiero a continuación a dos experiencias que permiten ilustrar 
los significados de hacer justicia desde las lógicas comunitarias. Son ex-
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periencias contrastantes: en una mujeres indígenas consiguen poner en 
relevancia su sentido de justicia frente a la justicia estatal; y en la otra me 
refiero a la justicia comunitaria emblemática que han construido los pue-
blos indígenas de Guerrero.

Corazonar las justicias, es la manera como Laura Saavedra nombra 
los sentidos de justicia que las mujeres indígenas de los Altos de Chiapas 
ponen en relevancia cuando se ven involucradas en litigios de tierras que 
afectan sus vidas. Su libro Corazonar las justicias. Los saberes de las mu-
jeres tseltales sobre violencias justicias y derechos humanos destaca de 
manera densa y etnográfica los sentidos profundos de la búsqueda de jus-
ticia (Saavedra, 2022). A partir del acompañamiento al Centro de las 
Mujeres en Chiapas, dio seguimiento a casos de mujeres relacionados con 
conflictos graves entre familiares, vinculados a temas de tierra; buscaron 
los caminos para encontrar acuerdos que las satisficieran aun si esto pu-
diera implicar delito grave. Como bien documenta Laura Saavedra para 
los tzeltales, el corazón se encuentra en el centro de las relaciones sociales 
y del alma, por lo que en casos de agravios y malestares se busca recom-
poner esas heridas, y por ello más que continuar los pleitos en los juzgados 
se priorizan salidas de compromiso aun si estas entran en conflicto con la 
ley. Estrategias similares había documentado varias decadas atrás Jean 
Collier, en su trabajo sobre la justicia zinacanteca en Chiapas, donde da 
cuenta de la centralidad de la cosmovisión y las lógicas del perdón, lo que 
revela las tramas densas de creencias arraigas en la resolución de conflic-
tos (Collier, 1995). Emergen otro tipo de epistemologías que cobran sen-
tido en el marco de la cultura comunitaria de los indígenas de Chiapas y 
sus concepciones del mundo donde lo importante es calmar los corazones 
y no necesariamente la sanción punitiva que puede tener el efecto de pro-
vocar el deseo de venganza.

En el caso de la policía comunitaria de Guerrero (CRAC-PC), esta-
mos ante una de las experiencias más emblemáticas del país y de América 
Latina, que ha construido un sistema de justicia y de seguridad comuni-
tario integral en un amplio territorio de la Costa Montaña de Guerrero. 
Se trata de una institución pluriétnica que consiguió potenciar el modelo 
de la justicia comunitaria a un nivel superior, en distintas escalas, que 
articulan los espacios de las comunidades con instancias regionales, las 
llamadas Casas de Justicia2. La justicia comunitaria se construyó en opo-
sición a la justicia del Estado: una justicia racista y corrupta, que sistemá-

2.  Las Casas de Justicia son los espacios regionales de administración de justicia donde 
autoridades comunitarias de manera colegiada dirimen asuntos que no se resolvieron en las 
comunidades. Actualmente existen seis Casas de Justicia como parte del Sistema Regional 
de Justicia y Seguridad Comunitaria de la CRAC-PC.
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ticamente negó el acceso a la justicia a personas de las comunidades. En 
contraste, la justicia comunitaria es accesible, no se cobra, se recurre a la 
lengua materna, y está arraigada en los usos y costumbres de las comuni-
dades. La justicia comunitaria se basa en dos principios centrales: el acuer-
do y la reeducación. Los Coordinadores de justicia, electos en asamblea, 
dirimen los asuntos con base en un procedimiento que involucra una 
deliberación colectiva buscando llegar a acuerdos y la reparación del 
daño. Los asuntos graves son tratados en asambleas con el fin de escuchar 
otras voces y llegar a decisiones más adecuadas y respaldadas. La persona 
encontrada culpable pasa a un proceso de reeducación por el cual debe 
realizar trabajo comunitario, además de recibir consejos por parte de 
principales y reconocer el daño causado. Lo importante es que la víctima 
encuentre que se le hace justicia, lo que significa considerar su punto de 
vista y llegar a salidas razonables; de ahí que los juicios puedan durar 
largas horas o incluso días. Varios casos en la justicia de la CRAC confir-
maron la vigencia de estilos de negociación que consiguieron dar salida a 
problemas diversos, incluso temas de gravedad; otros más escalaron y pa-
saron a asambleas regionales. Dirimir la justicia y conseguir que las partes 
estén conformes es sin duda una de las apuestas más importantes para la 
justicia comunitaria, y en ello interviene el compromiso y la misma for-
malidad del sistema comunitario que por más de 30 años ha sido capaz 
de garantizar seguridad y paz social en un amplio territorio.

Frente a una justicia que no escucha, que es distante, racista y se rige 
por formalismos jurídicos que no son comprendidos por una mayoría de 
la población, la justicia comunitaria ha conseguido arraigar en regiones 
diversas del país. Hay una valorización de los saberes propios y de los 
modelos del hacer justicia, es decir de epistemologías basadas en la expe-
riencia; una justicia integral que contempla sentidos de persona, de per-
tenencia y de comunidad. Lo relevante es la fuerza de las justicias indíge-
nas y su capacidad de renovación en el marco de justicias plurales que 
apuestan por formas de relación más equitativas con la justicia del Estado.

3. � La renovación plural de las justicias indígenas  
y su juridificación

La renovación de las justicias indígenas se da en un doble marco: por un 
lado, como producto de procesos actuales de globalización de los derechos 
humanos y de reformas legales pluralistas, y, por otro lado, como respues-
ta de las propias comunidades indígenas con el fin de actualizar su propia 
institucionalización, su derecho y fortalecer sus gobiernos y autonomías.
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Uno de estos efectos se expresa en los procesos de formalización de 
las justicias indígenas y las apuestas por escribir el derecho, considerando 
los marcos legales nacionales e internacionales. En este apartado me fo-
calizo en esta dimensión productiva del derecho que está propiciando que 
los actores comunitarios escriban su derecho propio para blindarse frente 
al Estado, establecer nuevas gramáticas de regulación, pero también como 
mecanismo interno que propicia la discusión y socialización de normas 
compartidas. Son varios los efectos de estos procesos que involucran con-
cepciones de justicia en escalas diferenciadas, desde los espacios comuni-
tarios hasta el fortalecimiento de redes regionales para la defensa del te-
rritorio y los recursos naturales. De esta manera se construyen estatutos 
comunales, estatutos agrarios, reglamentos, o cualquier otra expresión de 
un derecho escrito que los pueblos y comunidades indígenas están elabo-
rando como una manera de definir principios, reglas y elementos de per-
tenencia e identidad de los pueblos. Las experiencias son diversas, pero 
tienen en común el ser resultado de discusiones colectivas en asambleas y 
reuniones en torno a sus normas y sobre todo el ser decisiones que surgen 
de los pueblos, y no impuestas por actores externos. Emergen así nuevas 
normatividades construidas desde abajo que empujan dinámicas contra-
hegemónicas y aprovechan los resquicios de la legalidad estatal para de-
fender sus justicias y sus derechos colectivos.

En lo siguiente me refiero a una de estas dimensiones de regulación 
vinculadas al campo de la justicia comunitaria.

En el campo de la justicia indígena y comunitaria la propuesta de 
escribir el derecho entra en contradicción con la naturaleza oral y diná-
mica del derecho consuetudinario, basado en la comprensión mutua y 
compartida de principios y normas. Para varios autores escribir el derecho 
tiene el riesgo de petrificar costumbres que son dinámicas y muchas veces 
vinculadas a contextos específicos. Se trata de un debate ya clásico en la 
antropología jurídica sobre lo que ha corrido ya mucha tinta sin posicio-
namientos únicos: entre quienes ven críticamente lo que consideran una 
codificación y quienes consideran que la decisión de escribir o no el dere-
cho depende de los pueblos y sus organizaciones; finalmente lo que se 
escribe suelen ser más bien principios y normas generales y no códigos 
normativos al estilo del derecho positivo (Gómez, 2011; Sierra, 2011). Las 
mismas dinámicas políticas de reconocimiento y de globalización del de-
recho están impulsado hacia la escritura, en procesos que varios autores 
identifican como juridificación del derecho, es decir, la decisión de forma-
lizar normas y dejarlas escritas para legitimarlas frente al Estado, pero 
también frente a los propios actores internos (Sieder, 2020). De acuerdo 
con esta autora, la juridificación se gesta en la intersección de formas del 
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derecho que involucran bases ontológicas y epistemológicas diferenciadas, 
lo que significa procesos de creatividad jurídica.

La legitimidad del derecho propio escrito tiene que ver con las diná-
micas internas de regulación de los pueblos y con la exigencia de recono-
cimiento frente al Estado. La fuerza que tengan estos sistemas de derecho 
propio dependerá de la legitimidad y cohesión comunitaria que lo respal-
de. Incluso pueden llegar a una institucionalización y formulación de nue-
vas leyes que impactan al Estado como ha sido la experiencia del Gobierno 
autónomo de Cherán, en Michoacán (Aragón, 2024).

La juridificación del derecho propio se ha convertido en el horizonte 
de muchas comunidades y pueblos originarios que ven en el derecho pro-
pio escrito una herramienta para sus propias luchas al mismo tiempo que 
se pone en evidencia una pedagogía comunitaria enraizada en los usos y 
costumbres de los pueblos. Es en las asambleas, foros y reuniones que se 
presentan y discuten las normas resultado de horas de discusión y debate, 
lo que a su vez permite recuperar saberes propios e innovar en las mane-
ras de interpretarlos para ajustarlas a las nuevas realidades. Estos procesos 
se dan en distintas regiones del país y del continente. Son decisiones de los 
y las comunitarias que se comprometen en definir por escrito lo que con-
sideran su derecho.

Los resultados son muy diversos: algunos se enfocan en la norma del 
gobierno comunal, según sucede en los Consejos de Gobierno en San 
Andrés Totoltepec (Vargas, 2026); otros enfatizan en la seguridad y la 
justicia, como es el caso del Reglamento de la CRAC-PC en Guerrero 
(Sierra, 2013); otros más han elaborado estatutos agrarios en defensa del 
territorio en la Montaña de Guerrero (Bravo, 2020), etc. Asimismo, la 
definición de quiénes son sujetos de derecho público, a partir del nuevo 
marco constitucional nacional en materia indígena, ha propiciado la cons-
trucción de nuevas reglamentaciones escritas con impactos para el acceso 
a derechos del Estado.

Me refiero nuevamente la experiencia de la CRAC-PC en Guerrero 
para ilustrar el tema de la juridificación del derecho propio y su impacto 
en las dinámicas de la justicia comunitaria.

El reglamento interno de la CRAC- PC se creó por primera vez en 
1998, ante la necesidad de legitimar la justicia y la seguridad comunitaria. 
Fue resultado de asambleas en las que participaron hombres y mujeres de 
cuarenta comunidades, de tres municipios, interesados en construir un 
sistema de justicia propio. El reglamento fue la manera de poner en el 
papel una matriz cultural, comunitaria, que incorpora principios, normas 
y procedimientos de regulación; un híbrido jurídico donde convergen sa-
beres propios con un marco de derechos individuales y colectivos. El re-
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glamento ha tenido varias adecuaciones, la más reciente fue en 2022 para 
ajustarse a las nuevas realidades de la CRAC-PC. Es un reglamento vivo, 
abierto a incorporar nuevos derechos, como los referidos a los derechos 
de las mujeres en un capítulo específico.

Ha sido la misma necesidad la que propició establecer principios y 
normas sobre la justicia y la seguridad, la institución comunitaria en su 
conjunto y su integración multiescalar (comunidades y regiones). Las au-
toridades comunitarias deben conocer el Reglamento y difundirlo entre 
los policías comunitarios, como una práctica pedagógica enfatizando en 
temas de derechos humanos, seguridad comunitaria y ética del sistema. 
Estas normas sin embargo operan como referentes de actuación y no como 
normas codificadas al estilo del derecho positivo

La experiencia del sistema de seguridad y justicia comunitaria de la 
CRAC-PC brinda la oportunidad de mostrar el sentido en que la justicia 
comunitaria se renueva a partir de redefinir sus marcos normativos que 
ofrecen el paraguas y la gramática que los pueblos reconocen como propia 
y defienden frente al Estado. Esta experiencia es bastante singular dada la 
complejidad y amplitud del sistema. No obstante, en la mayoría de las 
justicias comunitarias los procedimientos no necesariamente se encuentran 
escritos, sino que son parte del saber acumulado y compartido. Lo que sí 
es común son las innumerables actas, acuerdos por escrito, informes y 
resolución de casos que la autoridad comunitaria y su consejo elaboran 
para dejar constancia de acuerdos de asamblea o tareas de justicia como 
rendición de cuentas ante el pueblo y, en su momento, ante las autoridades 
externas.

De esta manera la institucionalidad de la justicia comunitaria incor-
pora un lenguaje escrito que permite la legibilidad y facilita la traducibi-
lidad de los derechos colectivos, incluidos los derechos humanos y más 
recientemente los derechos de las mujeres.

4. � Redefiniendo la justicia comunitaria desde las mujeres 
indígenas

En distintos contextos mujeres indígenas no solamente se enfrentan al 
Estado por las continuas violaciones a los derechos colectivos de sus pue-
blos, disputan también sus derechos como mujeres en el ámbito mismo de 
sus comunidades y organizaciones. Esta doble lucha ha venido a trastocar 
las narrativas esencialistas en torno al derecho indígena y adquiere par
ticular relevancia en el campo de las justicias en la medida que confrontan 
los órdenes de género patriarcales y apelan a buscar alternativas de buen 
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trato que contribuyan a la paz social. Son las mismas mujeres indígenas 
que a la vez que discuten las llamadas «malas costumbres», se compro-
meten con las luchas de sus pueblos, en contra de los racismos y los des-
pojos, y en esto el lenguaje de los derechos humanos desde perspectivas 
descoloniales e interseccionales cobran centralidad. En este apartado me 
interesa destacar el sentido en que estos reclamos constituyen un desafío 
a la justicia comunitaria y las maneras en que se busca redefinirla en una 
perspectiva transformadora y despatriarcal.

Como referí anteriormente, los derechos humanos se han convertido 
en la cuña de control del Estado sobre las justicias indígenas, una expre-
sión del colonialismo jurídico, sobre todo al ser utilizado por los Estados 
para limitar las autonomías indígenas, muchas veces amparándose en la 
defensa de las mujeres. No obstante, el lenguaje de los derechos humanos, 
como derechos colectivos, puede ser también emancipador, cuando es 
apropiado por los pueblos para sus propias luchas; o bien cuando es apro-
piado por las mujeres para discutir lo que ellas consideran opresiones de 
género que afectan su dignidad como mujeres, dentro y fuera de sus co-
munidades. El lenguaje de los derechos humanos debe ser visto como una 
gramática moral que apunta a considerar las restricciones al ejercicio del 
poder y los abusos de autoridad, pero no pueden imponerse como única 
visión del mundo por más emancipatoria que pueda ser, si no se contem-
plan los contextos y la multiplicidad de violencias que se imprimen sobre 
los pueblos originarios, y muy especialmente las mujeres. El trabajo inno-
vador de Sally Merry (2006) para mostrar la apropiación de los derechos 
humanos que realizan colectivos identitarios devela un aspecto nodal so-
bre cómo opera la globalización de los derechos en sociedades cultural-
mente diversas. Esta perspectiva, conocida como la vernacularización de 
los derechos humanos, ha inspirado una importante línea de estudios en 
la antropología jurídica dirigida a analizar las significaciones contextuales 
de la dignidad humana que no pueden desligarse de las visiones del mun-
do y de las relaciones de poder imbricadas, especialmente en contextos de 
pluralismo jurídico. Parafraseando a Merry, el que una forma cultural 
—los derechos humanos— sea global no significa que todas las sociedades 
se relacionen con ella de la misma manera (Merry, 2006). Los procesos de 
globalización legal, de los cuales los derechos humanos son una expresión, 
están incidiendo en la construcción de nuevos lenguajes de derechos de 
corte internacional y nacional, desde los cuales las mujeres indígenas cons-
truyen sus propias definiciones en torno a las violencias de género, la 
justicia y los derechos humanos.

El nuevo marco legal nacional e internacional favorable a los dere-
chos de las mujeres ha permitido la elaboración de nuevas leyes sobre la 
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particularidad de las violencias que enfrentan las mujeres indígenas con-
siderando los entramados sociales, culturales y estructurales que las pro-
ducen y las estrategias para combatirlas (FIMI, 2006). Son las propias 
mujeres indígenas organizadas que están avanzando en planteamientos 
novedosos para discutir una perspectiva integral, interseccional y multi-
factorial de las violencias de género, junto con el racismo, la clase y la 
etnicidad, en los mismos foros internacionales. Destaca en especial el 
Artículo 39 de la CEDAW que se refiere específicamente a los derechos de 
las mujeres y las niñas indígenas (ONU-Mujeres, 2022)3. Asimismo, insis-
ten en la necesidad de considerar la relación entre los derechos individua-
les y los derechos colectivos y las formas interconectadas de discrimina-
ción que perpetúan la violación a sus derechos. Estas perspectivas que 
guían el trabajo de defensoras indígenas comprometidas con la defensa 
de los derechos de las mujeres frente al Estado y ante las autoridades 
comunitarias (Red de Abogadas Indígenas, 2019) y en donde lo relevante 
es destacar las experiencias de violencia y agravio de las mujeres, así como 
sus demandas y entendimientos de justicia (Sieder, 2019).

¿De qué manera se están traduciendo estos debates en el campo de 
las justicias indígenas? ¿Qué revelan de la forma en que opera el pluralis-
mo jurídico, la justicia de género y de los desafíos que enfrentan las mu-
jeres indígenas para avanzar hacia horizontes de paz y vida digna?

Distintas experiencias en América Latina y en México permiten ilus-
trar los sentidos en que las mujeres indígenas buscan redefinir los espacios 
de género en sus comunidades y sus efectos en la justicia comunitaria. Así, 
por ejemplo, mujeres ronderas de Cajamarca, Perú; mujeres kichwas de 
Chimborazo en Ecuador; mujeres mayas de Guatemala, como también en 
México mujeres nahuas de Cuetzalan, mixes de Tlahuitoltepec, zapotecas 
de Oaxaca, y mujeres ñu savi y me’pháá de Guerrero, entre muchos otros 
casos, están asumiendo tareas de justicia y participando en cargos que 
tradicionalmente las habían excluido; esto ha significado confrontar el 
poder masculino y las ideologías de género que lo sustentan (Lang y 
Kucia, 2009; Sierra, M.T., 2021). Llama especialmente la atención una 
literatura que desde los feminismos indígenas está discutiendo críticamen-
te las justicias comunitarias y las opresiones que enfrentan las mujeres, 
buscando comprender los entramados coloniales y racistas en las que se 
insertan (Cumes, 2009). Cristina Cucurí, integrante de Red de Mujeres 
kichwas del Chimborazo, en Ecuador, afirma que los avances en el reco-
nocimiento de la justicia comunitaria no garantizan el acceso de las mu-
jeres a una vida justa, sino que debe ser parte de un proceso de transfor-

3.  En la discusión de este Artículo 39 de la CEDAW participaron de manera activa mujeres 
indígenas y afrodescendientes de todo el mundo.
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mación social y cultural (Cucurí, 2026). En un sentido similar, la Red de 
Abogadas Indígenas de Oaxaca está propiciando espacios de dialogo con 
autoridades indígenas en comunidades de Oaxaca, considerando los esti-
los propios de disputar y el interés de abrir la justicia a la mirada de las 
mujeres, ante los obstáculos para acceder a la justicia del Estado (Red de 
Abogadas Indígenas, 2019). En todos estos casos las mujeres indígenas 
apelan a la justicia comunitaria como un espacio propio donde buscan 
disputar los sentidos de justicia que consideren su mirada como mujeres 
indígenas, y contribuyan al buen vivir comunitario; es decir, tienen claro 
el compromiso con la justicia comunitaria y la decisión de buscar su trans-
formación. En palabras de Cristina Cucurí: «A pesar de esto, las indígenas 
apelan a su propia justicia, reconociendo en ella una fuente de esperanza 
liberadora-transormadora» (Cucurí, 2026, p.128).

¿Cómo fortalecer las jurisdicciones indígenas desde la mirada de las 
mujeres? Esta ha sido la inquietud de mujeres comunitarias de la CRAC-
PC, en la Costa Montaña de Guerrero, quienes se han comprometido con 
el proyecto de los pueblos buscando abrir los espacios de la justicia co-
munitaria a su visión como mujeres. Las mujeres comunitarias consiguie-
ron estar en la mesa de la justicia como Coordinadoras Regionales. 
Hicieron aportes significativos en las formas de tratar asuntos de mujeres, 
privilegiando la empatía y la escucha y propiciaron que los coordinadores 
hombres compartieran salidas integrales para atender a mujeres violenta-
das; de esta manera buscaron hacer realidad el principio de respetar los 
derechos humanos de las mujeres, como se establece en el reglamento de 
la CRAC-PC, antes referido. Por varios años el sistema comunitario con-
siguió incorporar a las mujeres y transformar el espacio del acceso a la 
justicia; lo que implicó una importante tarea pedagógica para impactar 
en arraigadas ideologías machistas en los comunitarios y con ello movili-
zar nuevos derechos4. Las nuevas configuraciones de la violencia y del 
crimen organizado han impactado al sistema comunitario, que ha debido 
reconfigurarse, y, en estas dinámicas, se debilitó la participación de las 
mujeres. Con todo el camino abierto ha marcado a la justicia comunitaria. 
El lenguaje de los derechos de las mujeres se ha legitimado y nuevas ge-
neraciones apuestan por fortalecerlo, al mismo tiempo que buscar alter-
nativas para defender una justicia de género.

Tal es la experiencia de abogadas comunitarias que desde el Centro 
de Saberes Gu’wa Kuma, en Ayutla de los Libres, están defendiendo a 
mujeres indígenas, muchas monolingües, que viven violencia, para lo cual 
acuden a la justicia comunitaria y a la justicia estatal. La posibilidad de 

4.  Vídeo Abriendo Brecha. Las Mujeres de la policía comunitaria de Guerrero. En https://
www.youtube.com/watch?v=vDk7hFFMWAU&t=15s.

https://www.youtube.com/watch?v=vDk7hFFMWAU&t=15s
https://www.youtube.com/watch?v=vDk7hFFMWAU&t=15s
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moverse en dos instancias de justicia les ha permitido confirmar la impor-
tancia de la justicia comunitaria en la medida que es más expedita, se hace 
en lengua propia, sin trámites burocráticos y privilegia la escucha, además 
de ser un espacio donde se sienten más seguras por compartir lógicas 
culturales y de dialogo en su propia lengua. Moverse entre dos espacios y 
manejar ambos lenguajes jurídicos, desde una visión como mujeres indí-
genas, les permite también utilizar distintos recursos legales y culturales 
para defender a mujeres víctimas de violencia; en buena medida apelan a 
los derechos humanos y a la dignidad de las mujeres para solicitar un 
trato justo ante las autoridades comunitarias, quienes están abiertas a 
estos nuevos lenguajes que antes miraban con particular desconcierto 
(Hernández y Sierra, 2024). Desde las prácticas, las mujeres indígenas y 
sus abogadas navegan entre los sistemas de justicia, hacen uso de recursos 
legales diferenciados, al mismo tiempo que defienden sus identidades co-
lectivas. Vemos operar aquí un pluralismo jurídico y de manera especial 
una interlegalidad, es decir, el recurso a legalidades distintas que están 
impactando en la renovación de la justicia comunitaria.

En suma, se constata el importante empuje que han dado las mujeres 
indígenas a la justicia comunitaria, al sacudirla y abrirla a lenguajes de 
derechos y de género, que antes simplemente se ignoraban; lo novedoso 
es que se han generado opciones que dan la voz a las mujeres y sus recla-
mos de justicia frente a arreglos patriarcales que han lastimado su digni-
dad. Si bien estos procesos no garantizan necesariamente cambios en las 
ideologías de género sí están significando una cuña que mujeres defenso-
ras están aprovechando. La apuesta es a renovar la justicia comunitaria 
desde su mirada como mujeres indígenas. Los cambios son lentos, pero 
van dejando huella en la colectividad y especialmente en las jóvenes.

5. � Conclusiones: la fuerza transformadora de las justicias 
indígenas y las apuestas por pluralizar al Estado

En este texto he querido destacar la fuerza de las justicias indígenas y 
comunitarias y su relevancia para los procesos de transformación social. 
Como he referido son el núcleo duro de las autonomías indígenas en la 
medida que cristalizan una memoria social construida desde lenguajes y 
matrices culturales que lograron resistir a siglos de dominación. No son 
en este sentido producciones del Estado sino instituciones que a lo largo 
de los años han logrado reproducirse con más o menos integridad, si bien 
bajo la presión de un colonialismo jurídico, al que han debido responder 
desde las identidades colectivas y sus matrices culturales. Es este núcleo 
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identitario desde donde se construye y renueva el derecho propio, se ejer-
ce la autoridad y se establecen los procedimientos adecuados para hacer 
justicia, respondiendo a nuevas formulaciones de juridicidad que las hacen 
legibles frente al Estado. No obstante, se enfrentan a importantes desafíos 
por las exigencias de un mundo globalizado e interconectado donde el 
discurso de derechos humanos no es solo un instrumento para sujetar a 
las autonomías indígenas por el Estado, sino también un discurso apro-
piado desde las mujeres para definir límites a las inequidades de género y 
nuevos sentidos de justicia. Ante los contextos incrementados de insegu-
ridad y violencia las justicias indígenas ofrecen alternativas de rearticula-
ción del tejido comunitario y de paz social con efectos para el conjunto 
de la sociedad. Si bien no se pueden idealizar estos espacios, cada vez 
queda más clara su centralidad para la reconfiguración del Estado moder-
no en perspectiva descolonizadora y plural.

A manera de conclusión, en lo siguiente me interesa destacar debates 
centrales en torno a las justicias indígenas y su poder transformador que 
se relacionan con interrogantes en torno a las oportunidades y dilemas 
que abre el reconocimiento de las jurisdicciones indígenas a nivel consti-
tucional: ¿En qué sentido se conforman sentidos de justicia plurales y se 
abona a horizontes de construcción de paz social? ¿De qué manera las 
justicias indígenas renuevan la discusión en torno a los derechos humanos 
y los derechos de las mujeres? ¿Es posible avanzar hacia una coordinación 
de justicias como horizonte para un pluralismo jurídico igualitario?

5.1. � Los sentidos plurales de las justicias y las apuestas  
para la construcción de paz

Uno de los debates actuales más novedosos desde la antropología de las 
justicias gira en torno a la pregunta: ¿qué significa hacer justicia? Sandra 
Brunneger y Karen Falk (2016) destacan que existen formas muy diversas 
de entender y conceptualizar la justicia, por lo que es necesario compren-
der las experiencias vividas y prácticas de la justicia desde contextos y 
realidades específicas, alejándose de definiciones abstractas de la misma. 
Postulan en este sentido un pluralismo de justicias. Este planteamiento, 
que resulta novedoso en la discusión sobre los derechos humanos y las 
justicias, ha sido un referente de los trabajos de la antropología jurídica 
clásica que ha buscado comprender los sentidos de justicia en sociedades 
indígenas diversas (Sierra y Chenaut, 2002). Tales son las contribuciones 
de autoras como Laura Nader (1990) y Jane Collier (1995), cuyos traba-
jos aportaron al conocimiento de las justicias indígenas en México, desta-
cando las lógicas culturales y las cosmovisiones que las involucran. Lo 
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relevante es la vigencia y actualidad de las justicias indígenas en el conti-
nente, si bien se han reconfigurado respondiendo a contextos específicos. 
Como lo he referido a lo largo de este escrito, las formas de hacer justicia 
en comunidades indígenas tienden a centrarse en la búsqueda del acuerdo 
y la negociación, en el restablecimiento del tejido social, independiente de 
si se trata de asuntos de menor o de mayor gravedad. Ya sea que se trate 
de justicias con alcances regionales y de carácter híbrido, como la justi-
cia de la CRAC-PC o de justicias en espacios municipales o comunitarios, 
lo distintivo es que se trata de instituciones propias, asentadas en tradicio-
nes culturales y modos de decir y hacer el derecho que apuestan a la re-
constitución de los lazos sociales. Prevalece la reparación y el acuerdo de 
las víctimas como eje estructurador de las dinámicas de la justicia, en lo 
que intervienen concepciones integrales del derecho y del deber ser comu-
nitario; es decir, epistemologías y saberes que involucran otras ontologías 
y cosmovisiones. En buena medida las justicias indígenas se acercan a las 
justicias restaurativas que buscan encontrar los puentes en la solución de 
los conflictos con base en el diálogo y la mediación; no obstante, a dife-
rencia de estas perspectivas, las justicias indígenas van más allá de solu-
ciones inmediatas a disputas generalmente personales, para poner en el 
centro la dimensión integral y cultural del agravio y el daño. Lo relevante 
es que a pesar de siglos de dominación las formas indígenas de las justicias 
están vigentes y parecen fortalecerse en los espacios abiertos por las refor-
mas legales y el marco internacional de los derechos humanos.

En suma, hacer justicia en comunidades indígenas involucra una di-
mensión arraigada y plural de sentidos de justicia, que abren opciones más 
adecuadas para lidiar con la conflictividad social, considerando las tramas 
comunales e innovando en las formas mismas de producir el derecho.

5.2.  La fuerza transformadora de las justicias indígenas

Las justicias indígenas son instituciones dinámicas insertas en configura-
ciones legales plurales y de poder; por lo mismo se han desarrollado en 
una relación de tensión constante con el derecho hegemónico y el marco 
internacional de los derechos humanos; incluso aquellas justicias que 
como las zapatistas se encuentran fuera de la égida del Estado. Esto se 
debe a que el marco de los derechos humanos es también la gramática de 
los derechos colectivos y de la defensa de las autonomías de los pueblos. 
Los procesos de transformación social y de economía política que impac-
tan a los pueblos están produciendo nuevos lenguajes de derecho propi-
ciando una cierta conmensurabilidad entre matrices jurídicas y culturales 
distintas (Sieder, 2020). Por ello, debates en torno a la juridificación del 
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derecho indígena y sobre la perspectiva intercultural e interseccional de 
los derechos humanos nutren las discusiones en torno a las justicias indí-
genas y el nuevo constitucionalismo pluralista.

La juridificación, es decir, la construcción de nuevas subjetividades 
legales, vinculadas al reclamo de derechos es resultado del capitalismo 
global que ha impuesto el lenguaje de la ley como eje de la dominación. 
Al mismo tiempo, desde el lenguaje legal se desarrollan los usos contra-
hegemónicos del derecho para disputar los sentidos de la justicia (Santos 
y Rodríguez, 2007). Se revela así la polisemia del discurso jurídico y sus 
impactos en el ejercicio del poder. Para los pueblos indígenas, los procesos 
de juridificación tienen una particularidad: el hecho de involucrar una 
síntesis de diferentes racionalidades jurídicas —en ocasiones contradicto-
rias— entre sus propias formas de decir el derecho y las normatividades 
del derecho internacional de los derechos humanos (Sieder, 2020). Tales 
dimensiones abren debates muy sugerentes en torno a las maneras en que 
las comunidades indígenas están dando forma a su propio derecho desde 
lenguajes jurídicos escritos para construir sus normas; de esta manera, a 
través de reglamentos, estatutos, acuerdos e incluso lo que algunos pue-
blos llaman su ley de origen establecen sus definiciones y marcos de refe-
rencia, con lo cual también contribuyen a hacer legibles sus derechos. Los 
procesos de juridificación son adecuaciones innovadoras que hacen las 
comunidades en contextos diferentes para renovar sus justicias.

La globalización legal nutre también los debates en torno a los dere-
chos humanos y los derechos de las mujeres. Son lenguajes que a pesar de 
imponer definiciones universalistas y homogéneas sobre la dignidad hu-
mana y la opresión de género son apropiadas por las mismas mujeres 
(también los hombres) para dar sentido a las maneras en que se enfrentan 
y viven afectaciones a su dignidad; afectaciones que sin embargo deben 
situarse en el contexto de violencias multifactoriales donde el racismo, el 
clasismo y el patriarcado impactan sus vidas de forma diferenciada. Por 
ello, para las mujeres indígenas sus agravios no pueden desligarse de sus 
identidades colectivas y de las afectaciones por despojos diversos, mate-
riales y simbólicos, al mismo tiempo que buscan los lenguajes para cues-
tionar las estructuras patriarcales que las excluyen en sus propias comu-
nidades. De esta manera, las mujeres contribuyen de manera importante 
a transformar las justicias indígenas, explorando nuevos medios para 
dialogar con sus autoridades, sin dejar de exigir sus derechos frente a la 
justicia del Estado.

En la capacidad que tengan las justicias indígenas para responder a 
las demandas de las mujeres se puede valorar su capacidad de renovación 
y fortaleza. Las mujeres indígenas han abierto no solo las alternativas 
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prácticas en el campo de la justicia, sino también han contribuido con 
nuevas teorizaciones para repensar las justicias y el derecho indígena en 
lógica descolonial y despatriarcal. Desde los feminismos comunitarios 
muestran el camino a seguir: no rechazan la cultura en su totalidad, sino 
aquellas costumbres que justifican la opresión de género que buscan trans-
formar. De esta manera se ponen en relevancia visiones dinámicas del 
derecho y la cultura —y la falsa oposición entre ambas que se pretende 
imponer— necesariamente situadas y contextuales, nutridas de matrices 
culturales y ontologías propias.

5.3. � Coordinación de jurisdicciones y las apuestas hacia justicias 
interculturales

En torno a la coordinación de jurisdicciones se dirime uno de los de los 
grandes desafíos que enfrentan los pueblos indígenas al buscar el recono-
cimiento pleno de las justicias indígenas, lo que significa establecer las 
condiciones para la vigencia de un pluralismo jurídico igualitario donde 
los sistemas jurídicos —el estatal y el indígena— estén bajo relaciones 
equitativas y uno de ellos no subordine al otro. Esto necesariamente in-
volucra una transformación profunda del Estado en una perspectiva plu-
ralista. Las autoridades indígenas exigen que se respeten sus formas de 
hacer justicia y no estar sujetas a límites impuestos por jueces externos; 
reclamo muy sensible ligado a la defensa de las autonomías indígenas y 
del derecho propio. Los derechos humanos suelen ser el lenguaje legiti
mado por el poder para establecer criterios de control y no como produc-
to de una búsqueda de diálogos de justicias. Por ello lo que está en juego 
es garantizar las condiciones para el ejercicio de la autoridad indígena y 
el respeto a las formas de hacer justicia reconociendo que no hay una 
única definición de lo justo y que es necesario avanzar hacia visiones in-
terculturales de los derechos humanos.

En los países de América Latina que reconocen el pluralismo jurídico 
desde perspectivas amplias se debate en torno la necesidad y las conse-
cuencias de establecer mecanismos de coordinación de jurisdicciones bajo 
criterios que respeten los derechos colectivos de los pueblos originarios. 
En esta dirección Agustín Grijalba y José Luis Exeni (2012) advierten que 
la coordinación tiene sentido siempre que no signifique establecer nuevos 
marcos de colonización que restrinjan las justicias indígenas. Por ello 
plantean que una norma de coordinación si es expedida debe significar 
apuestas que comprometan a los Estados a su propia transformación en 
un horizonte de pluralidad. Se trata efectivamente de grandes dilemas que 
involucran a la estructura misma del Estado, una nueva cultura jurídica 
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y una traducción intercultural del pluralismo jurídico. La pregunta es en 
torno a cuáles son los parámetros más adecuados para propiciar el diálo-
go de las justicias en contextos marcados por un arraigado colonialismo 
jurídico. Abrir el reconocimiento a las jurisdicciones indígenas puede sig-
nificar beneficios y propiciar el fortalecimiento de sus instituciones si esto 
contribuye a horizontes de emancipación social. No hay una única ruta y 
esto depende de los contextos nacionales y la correlación de fuerzas desde 
las cuales se definen los mecanismos de la coordinación. Las experiencias 
más avanzadas en América Latina dan cuenta de la complejidad que in-
volucra la coordinación de jurisdicciones y las respuestas distintas que se 
han construido en el marco del constitucionalismo de la plurinacionali-
dad, como es el caso de Ecuador, Bolivia y Colombia5. Otras experiencias 
no formalizadas pero vigentes muestran que en la práctica se dan procesos 
de encuentro entre justicias ante la necesidad de atender asuntos que lle-
gan a la justicia ordinaria, con la intervención misma de autoridades in-
dígenas, como es el caso de Guatemala (Sieder y Flores, 2012).

La gran tarea es desmontar la resistencia en los tribunales a reconocer 
en pie de igualdad otros sistemas de justicia, lo que significa un trabajo 
profundo en las mentalidades jurídicas y culturales de actores del poder 
judicial y junto con ello desmontar el poder de decir el derecho en ámbitos 
que escapan a su jurisdicción.

En México, el debate cobra nueva fuerza en el momento actual con 
la Propuesta de Iniciativa de Ley General de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas y Afromexicanos que reglamenta el artículo segundo constitu-
cional aprobado en 2024. La Propuesta de Ley incorpora un importante 
capítulo sobre Jurisdicciones Indígenas y otro más sobre Coordinación de 
Jurisdicciones en una perspectiva de pluralismo jurídico igualitario y de 
reconocimiento de la libre determinación y autonomía de los pueblos y 
comunidades indígenas. Se trata de una Iniciativa de Ley General, una ley 
macro, que abre nuevos horizontes para las justicias indígenas y establece 
nuevas posibilidades para avanzar en una perspectiva de pluralismo jurí-
dico y de justicias interculturales. Habrá que ver si esta Ley se sostiene y 
si contribuye a construir formas estatales genuinamente pluralistas que 
impacten al conjunto de la sociedad.

Todas estas reflexiones confluyen en un punto fundamental que he 
buscado plantear a lo largo de este escrito: la gran fuerza y la centralidad 
de las justicias indígenas para el ejercicio de la libre determinación y las 
autonomías de los pueblos indígenas. Son efectivamente reservas comu-

5.  Bolivia promulgó una ley de coordinación, la llamada Ley de Deslinde Jurisdiccional, 
única en su tipo; sin embargo, ha sido criticada por reproducir el viejo estigma hacia las 
justicias indígenas, vistas como violadoras a los derechos humanos.
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nales para la reproducción de la vida y la transformación social que han 
tenido la capacidad de renovarse y fortalecer los tejidos y saberes propios 
y ancestrales. Es esta misma capacidad la que les ha permitido actualizar-
se a partir de nuevos lenguajes de derechos desde los cuales se transforman 
y generan alternativas relevantes para dirimir la conflictividad y hacer 
frente a nuevos retos que contribuyan a la paz social. Las justicias indíge-
nas presionan asimismo a una transformación plural del Estado que cues-
tione el eurocentrismo del derecho y reconozca la urgencia de diálogos de 
saberes interculturales y descoloniales en favor de la dignidad humana, la 
diversidad cultural y la emancipación social.
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